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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Andrés Oribe. 


MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Bentancor, Nora Castro y Daisy Tourné. 


DELEGADO 

DE Señor Representante Brum Canet. 

SECTOR: 

ASISTE: Señor Representante Juan Justo Amaro Cedrés. 


INVITADOS: Por funcionarios de la empresa Hernández y González S.A. del peaje Mendoza: señoras 
Mary Figueredo, María Fernanda Santancieri, Mónica Barcos y Alba Hunter; señores 
Washignton López, Aníbal Aste y Juan Silveira, del PIT-CNT, y doctor Ernesto Noria, 
asesor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Oribe).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida a la delegación integrada por las señoras Mary Figueredo, María Fernanda Santancieri, 
Mónica Barcos y Alba Hunter, representantes de los trabajadores de la empresa Hernández y González S.A. 
Construcciones; a los señores Washington López, Aníbal Aste y Juan Silveira, del PIT-CNT, y al doctor 
Ernesto Noria. 


La Comisión de Legislación de Trabajo fijó esta reunión, principalmente para que no se trabara la 
negociación que se estaba llevando a cabo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de manera que no 
llegara el fin de semana con una negociación cerrada o desechada. 


Nuestro interés es saber cómo van las negociaciones y en qué situación estamos. 


SEÑOR SILVEIRA.- En primer lugar, y fundamentalmente, queremos hacer un reconocimiento a la 
Comisión, no solo por la rapidez con que escuchó nuestros planteamientos e hizo la citación de la 
contraparte sino también porque realizó una propuesta que, a nuestro juicio, es la más razonable, 
aunque la empresa no la haya aceptado. 


En segundo término, queremos señalar que llegamos a un primer acuerdo por el cual levantamos la 
ocupación, comenzando a cobrar los peajes normalmente. 


También quiero señalar la voluntad de los trabajadores para buscar mecanismos de negociación, en la medida 
en que las distintas alternativas planteadas no fueron aceptadas por la empresa; inclusive no aceptó una que la 
favorecía enormemente hasta en el funcionamiento, lo cual fue demostrado por los hechos. 


Nosotros planteamos la posibilidad de que los tres supervisores de la empresa tercerizada trabajaran de 
consuno con nuestros tres supervisores en la etapa de aprendizaje. Hemos hecho este planteamiento hasta el 
día de hoy pero no fue aceptado y se insistió en que todos trabajaran en las cajas. 


Se llegó a eso para buscar una instancia de diálogo; sin embargo, en los días siguientes hubo muchas 
dificultades que no pasaron a mayores debido a que los propios compañeros las subsanaron, haciendo una 
tarea que no les competía y no tenían por qué realizar. 


Quiero dejar planteado lo que tiene que ver -ciertamente fue una de las razones de este conflicto- con el 
grupo humano. En el día de ayer la propia doctora Peña -que estuvo aquí- reconoció el excelente 
comportamiento de los trabajadores, no solo haciendo su trabajo sino también subsanando una cantidad de 
dificultades. Esta actitud echa por tierra algo que para nosotros no tenía consistencia pero que era uno de los 
argumentos empleados. No estamos cobrando cuentas, simplemente señalamos esto porque es un elemento 
sustancial que ha sido la razón de ser de la actitud de la empresa. 


Por otra parte, en el día de ayer recibimos un borrador de convenio, de contrato, en el que se plantean una 
serie de puntos, y se nos da muy poco plazo para poder analizar la propuesta. 


Como sabemos, de un día para otro, once compañeros no se pueden convertir en cooperativa sin tener todos 
los elementos necesarios para analizar esto, fundamentalmente el aspecto vinculado al precio, a los plazos y a 
otras contingencias que con seguridad están enmarcadas en el contrato firmado entre el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y la mencionada empresa. Lo hemos pedido, pero hasta el día de hoy no lo 
conocemos porque no ha sido entregado. El plazo que nos dieron vence en el día de hoy a la hora 22; por ese 
motivo, ayer hubo una instancia. Ese plazo se pospuso por veinticuatro horas más, lo cual da la pauta de que 
hay que trabajar en el filo del apresuramiento y que los tiempos son sumamente necesarios para recrear un 
clima determinado. 


Hemos planteado aspectos disonantes y discrepantes, sustancialmente en lo que tiene que ver con los precios; 
se habla de un precio global de $ 90.000, que es completamente inconsistente puesto que no contempla todo 
lo que es evidente que debe tenerse en cuenta. Nuestra primera aproximación es de $ 170.000, sin que ello 
hubiese significado una depuración por el apresuramiento en tomar definiciones. 


Señalo esto para que se aprecien las diferencias en este marco. Estamos hablando de incluir elementos que 
son normales como, por ejemplo, el salario mensual, el salario vacacional, el aguinaldo, la vestimenta - 
porque obligan a tener determinada vestimenta lo que, naturalmente, implica un costo-, los feriados 
nacionales -que se pagan doble- y los imprevistos. Estamos considerando que hay que funcionar las 
veinticuatro horas durante los trescientos sesenta y cinco días del año, y eso implica cubrir todos los turnos, 
puesto que de lo contrario se plantean multas de $ 10.000 por cada uno de los carriles, lo que seguramente 
significaría $ 30.000 por día si hubiese cualquier elemento de imprevisión. 


Por otro lado, hemos planteado que dentro del contrato se afirma la terminación de la relación laboral, y que 
están dispuestos a pagar salario vacacional, aguinaldo y parte del sueldo, pero no mencionan absolutamente 
nada en cuanto al despido. Aquí hay un hecho claro: una desvinculación laboral que intenta reafirmar en 
todas las ocasiones la propia empresa, y en ese marco creíamos y creemos que debe estar incluido el tema del 
despido, independientemente de la negociación posterior a que se llegue. Frente al cese de una relación 
laboral que es impuesta -más allá de que ahora se está negociando-, puesto que ninguno de los compañeros 
había planteado romper la dependencia con H y G S.A. -eso fue forzado-, ciertamente se debe encontrar 
alguna alternativa. 


Para nosotros también es importante saber qué tipo de figura jurídica es la que nos sirve para analizar este 
tema. Hemos analizado la alternativa de las cooperativas y la de las Sociedades de Responsabilidad Limitada, 
y estamos estudiando otras que -inclusive así lo planteamos a la propia empresa- podrían tener la posibilidad 


de una proyección, pues la empresa que se forme también podría hacerse cargo de la supervisión. Por lo 
tanto, la empresa H y G S.A. no podría señalar que estaría pagando doble, por un lado a la supervisión y, por 
otro, a las cajeras, sino que nuestra aspiración es elaborar un proyecto que abarque los dos aspectos, aunque 
tengamos que esperar un plazo determinado para que ellos puedan constatar si esto funciona o no. Nosotros 
lo hacemos pues estamos convencidos de que va a funcionar, ya que los propios compañeros tienen el grado 
de especialidad determinada. 


También quiero agregar que de parte de los trabajadores existe total disposición para lograr acuerdos, pero 
esto no debe llevar -este es uno de los temores que personalmente percibí en el día de ayer- a que la empresa 
piense que el hecho de haber accedido a dejar a los supervisores en el peaje para encontrar un ámbito de 
negociación, implicaba un grado de debilidad por el que estamos dispuestos a aceptar cualquier cosa. Si ese 
ha sido el criterio, honestamente debo decir que se han equivocado. Eso nos preocupa porque la 
predisposición de los trabajadores para buscar elementos de negociación y acuerdo no se deberían frustrar 
por este tipo de situaciones que no hacen bien. Además, ha habido -insólitamente- por parte de todos los 
actores políticos, tanto a nivel departamental como nacional, voluntad de encontrar salidas a esto. Y si aquí 
ha habido demostraciones que trascienden el ámbito político partidario o específicamente corporativo y 
sindical, se está demostrando que hubo una acción bastante irreverente hacia la propia forma de accionar y 
que se deberían encontrar alternativas, no poniendo los costos en los trabajadores sino buscando elementos 
consensuados en una negociación en la que todos deben poner una parte y no solamente una debe tratar de 
imponer lo que plantee. 


Termino leyendo un párrafo del contrato que nos mandaron el sábado al mediodía, para ilustrar el espíritu 
existente. Aclaro que para negociar es abierto, pero sin embargo dice: "Agradecemos que el lunes de mañana, 
hicieran las observaciones que consideren del caso vía fax [...], para preparar la reunión del lunes a la hora 
12". El hecho de solicitar que se planteen observaciones para analizar el día lunes está indicando que 
prácticamente no se tiene voluntad de corregir ni modificar nada. 


SEÑORA HUNTER.- Integro el escritorio Hunter, Noria y Peralta, al que los funcionarios se 
remitieron el 29 de mayo para tratar el problema laboral que tenían. Sin perjuicio de que hemos 
transitado todos los caminos en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para resolver y hay ánimo 
de parte de todos los que estamos en esto para lograr un acuerdo, queremos seguir conversando para 
llegar al fondo del asunto. Tenemos algunas interrogantes que queremos plantear en el seno de la 
Comisión. 


El Estado ha suscrito un contrato con una empresa privada. En el liceo nos enseñaron que puede existir un 
Estado sin territorio pero no sin población. Quiere decir que la sociedad uruguaya, el Estado en su conjunto, 
es la que contrata con una empresa privada, lo que es legítimo y lo hace en el marco de una licitación pública. 
También es legítimo que obtenga una ganancia, que la debe haber analizado cuando presentó su proyecto, así 
como los costos de personal. Hace cuatro años que esta empresa se instala en el Peaje Mendoza y establece 
los sueldos, que son los mismos que hoy se siguen pagando. El conflicto no se desata porque los funcionarios 
hayan pedido un incremento de sueldo. Nos gustaría saber si no estamos en el límite entre el Derecho Privado 
y el Derecho Público, si no hay un límite muy difuso. No hemos tenido más remedio que trabajar en el 
ámbito del Derecho Privado en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero ¿hasta dónde esto no invade 
el Derecho Público? Es una concepción del Estado que paga la sociedad uruguaya. En la actividad privada un 
empresario cuida a su cliente, más aún cuando es uno de sus mejores clientes. Sin embargo, en este caso el 
Estado no está cuidando a su cliente. No quiero ser alarmista, pero hemos profundizado en el tema y nos 
surgieron dudas que queremos plantear a la Comisión. ¿Esta situación no está atentando contra una parte de 
la población, creando niveles de conflictividad que no eran necesarios? Estos niveles de conflictividad se 
pueden ver extendidos porque hay cinco peajes más que están respaldando a los trabajadores del Peaje 
Mendoza. 


La empresa debería haber establecido parámetros de reajuste porque los peajes han subido; es lógico y lícito 
que se hagan reajustes cuando se hacen contratos a largo plazo y cuando hay ganancias, que no discutimos. 
Sin embargo, hoy pretende mandar doce funcionarios al seguro de paro. Al abrir el paquete descubrimos que 
lo que se busca es rebajar los sueldos de los funcionarios. Esto provoca que en las localidades de Mendoza 
Chico y Mendoza Grande doce familias queden desocupadas: siete de las ocho cajeras son jefas de hogar, lo 
que no es un problema pequeño. Tal vez doce puestos de trabajo en todo el país no influya en el índice de 


desocupación, pero sí en esas localidades. Cuando una empresa que contrata con el Estado trata mal a parte 
de su población, ¿no es causal de rescisión del contrato? 


Más allá de la filiación política de cada uno, ustedes son representantes legítimos electos por el pueblo 
uruguayo; a pesar de eso, la empresa trata mal al Poder Legislativo, al negarse a dar una tregua de treinta días 
solicitada por la Comisión de Legislación del Trabajo. Ellos fueron contundentes en señalar que no estaban 
dispuestos a aceptar una tregua para dialogar sobre el fondo del asunto. Hoy estaban citados por esta 
Comisión y dijeron a los representantes de nuestro Estado que no iban a venir. 


El 7 de junio la empresa comparece en Mendoza para tomar posesión del peaje y los funcionarios deciden 
ocuparlo. El Subsecretario del Interior, doctor Fernández Chaves, comunica al Jefe de Policía, señor 
Tambasco -el señor Diputado Amaro Cedrés no me deja mentir-, que no desocupe el peaje y que la empresa 
autorice a seguir gestionándolo. Los representantes de la empresa comunican al señor Tambasco que no 
autorizan a que los funcionarios sigan gestionado y, por lo tanto, cobrando el peaje. ¿Qué determinó eso? Que 
los funcionarios tuvieran que ocupar. 


Quiere decir que los empresarios también dan la espalda al Poder Ejecutivo. ¿Esto no es causal de rescisión 
del contrato? No lo estoy afirmando sino preguntándolo. 


Solicitamos formalmente a la Comisión que obtenga el contrato con la empresa H y G $. A., porque no 
sabemos hasta dónde podemos suscribir un contrato por la vía del Derecho Privado. Se habla de un plazo de 
diez, trece o quince años, pero no lo sabemos. En caso de llegar a un acuerdo habrá que establecer un sistema 
de reajuste. Queremos saber cuál es la paramétrica que la empresa H y G S.A. suscribió con el Estado. 


De acuerdo con la "información" -entre comillas, porque no hemos visto el contrato- que nos han hecho 
llegar, esta concesión sería distinta a la de la megaconcesión, porque un porcentaje mensual o diario de la 
recaudación iría al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Parecería que por ahí está el tema. El resto de 
la recaudación la empresa lo destinaría a la construcción de la doble vía y al mantenimiento de la ruta. 


El Estado somos todos. Entonces, ¿esta situación no es una causal de rescisión? No lo estamos afirmando. 
Queremos que los legisladores lo resuelvan. Reitero que nos gustaría que nos hicieran llegar copia del 
contrato entre la empresa H y G S.A. y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR NORIA.- Soy abogado de los trabajadores. Quiero resaltar lo que han manifestado los 
compañeros Hunter y Silveira. 


Ha quedado plenamente demostrado que la única razón que tiene H y G S.A. para enviar a once empleados al 
seguro de desempleo es económica. Se planteó una reducción de más del 60% del salario percibido hasta 
ahora por los trabajadores. Los supervisores están percibiendo $ 14.000 y se les ofrece $ 5.000, lo cual nos da 
a entender que el real motivo que tiene la empresa es claramente económico, más allá de lo alegado por esta 
en cuanto a que se va a hacer una reestructura por el mal relacionamiento interno entre los funcionarios. Sin 
embargo, todos son contestes en afirmar el excelente funcionamiento del servicio y de la gestión. Más allá de 
eso, son excelentes funcionarios, que en cuatro años nunca han recibido un aumento de sueldo, que trabajan 
todos los feriados no laborables y que no cobran descansos intermedios. 


La empresa también se ha negado a facilitarnos copia del contrato de H y G S.A. con el Estado, lo cual es 
imprescindible para hacer las modificaciones de las cláusulas que creemos oportuno cambiar. 


Asimismo, se ha negado a pagar los despidos. La doctora Ana Peña, representante de H y G S.A., ayer en el 
Ministerio fue contundente y dijo que los despidos no se pagarían, porque iba a haber un supuesto acuerdo. 
Hay que ser claros: acá no hay ningún acuerdo; hay un cese de una relación laboral. Por lo tanto, se debe 
pagar el despido correspondiente y los demás haberes de egreso, porque ese cese de la actividad laboral se 
dio por una decisión unilateral de la empresa. 


SEÑOR ASTE.- Soy uno de los funcionarios del peaje. 


Simplemente, quería destacar que el grupo humano, que fue tan cuestionado por parte de la empresa, es el 
mismo que hoy está llevando adelante la operación del puesto de recaudación. La empresa que hoy se está 


encargando de supervisar ha demostrado que no solo no conoce la operación del sistema -lo que es lógico, 
desde el momento en que no lo estudiaron-, sino que ni siquiera sabe cuál es la normativa vigente en cuanto a 
cómo operar. 


Si me permiten, voy a detallar un caso puntual. El día domingo pasó el ingeniero Luis Ferrari, que es el 
encargado del órgano de control del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, quien normalmente pasa con 
una tarjeta que lo exime de pagar. La tarjeta estaba vencida. Me vinieron a preguntar cómo resolver el 
problema, yo les dije cómo hacerlo y luego me pidieron que los ayudara a recargar esta tarjeta, de modo tal 
que esta persona pudiera seguir utilizándola. Quiero aclarar que yo sabía quién era Luis Ferrari, pero la 
empresa que está supervisando no. Les expliqué cómo recargar la tarjeta y lo hicieron por un año más. 
Enseguida se presentó el ingeniero Luis Ferrari a reclamar su tarjeta -cabe aclarar que se trataba de una 
tarjeta que lo habilitaba a cruzar el peaje sin pagar durante un año- y una vez que se la entregaron, dijo quién 
era. O sea que habían entregado una tarjeta de "exento por un año" a una persona que no sabían quién era y 
recién después él se presentó para aclarar por qué merecía esa tarjeta de exento. 


Amén de eso, hay muchas otras situaciones puntuales que refieren a la operación del sistema. Uno de 
nuestros compañeros tiene un "racconto" de las mismas, pero quería dejar en claro que, independientemente 
de que no se preparó para la operación del sistema -tendrán sus excusas o no-, creo que la normativa vigente 
estaba al alcance de cualquiera; ya llevamos medio mes desde que la empresa estaba pretendiendo trabajar 
allí, pero no hubo ningún tipo de preparación al respecto. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Antes que nada quiero pedir disculpas porque al terminar estas palabras 
debo retirarme, ya que tengo otro compromiso. 


No tengo dudas de que la relación de los funcionarios con la empresa pertenece a la órbita del Derecho 
Privado. Tampoco tengo dudas de que, tratándose de una concesión dada por el Estado, el Poder Ejecutivo de 
ninguna manera puede verla como algo que está por fuera. Acá hay una realidad. Desde un principio intuí que 
estaba detrás el motivo de la rebaja salarial; por eso hice referencia a intereses oscuros. Hemos hecho 
apreciaciones personales individualmente, pero ahora, como integrante del Gobierno, quiero que quede 
constancia expresa en la versión taquigráfica de que, sin lugar a dudas, esto es una mala imagen de la 
participación privada en las concesiones del Estado. 


Quiero solicitar a esta Comisión -que no integro, pero de la cual estoy participando en este hecho puntual- 
que siga abierta a recibir la inquietud de la empresa, que hoy notoriamente no quiso participar en esta 
reunión, de los funcionarios y también del PIT-CNT, porque en virtud de la experiencia negociadora con don 
Juan Silveira desde los tiempos del ferrocarril, tenemos años de conocimiento. Pienso que es importante la 
presencia de la Comisión, porque fue la que impidió el desalojo planeado para ese día. 


Evidentemente, el tema no está solucionado, pero veo que hay posibilidades, porque me da la impresión de 
que si realmente la empresa tiene buena disposición creo que estamos muy cerca del acuerdo. Si, en cambio, 
la empresa no tiene la buena disposición necesaria y pone piedras en el camino, lo veremos en la sucesión de 
los hechos. Reitero: es importante que esta Comisión siga participando y que en un breve lapso pueda ir 
fijando instancias en la medida en que avance la negociación. 


SEÑOR BENTANCOR.- En primer lugar, quería hacer una constatación. Si, lamentablemente, no 
fuera tan corriente que en nuestro país se diera este tipo de situaciones, nos podría sorprender la 
actitud de esta empresa que unilateralmente toma la decisión de hacer un achique de costos sobre la 
base de modificar o ajustar una variable que afecta a los trabajadores. La verdad es que, 
lamentablemente, desde hace largo tiempo atrás y en estos tiempos que corren, ello se ha constituido en 
moneda corriente. 


En segundo término, compartimos algunas dudas que ustedes plantean. De hecho, algunas las evacuamos 
inmediatamente después de que ustedes estuvieron acá, en consulta con el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social que, dicho sea de paso, ha hecho, dentro de sus posibilidades, lo que estuvo a su alcance en cuanto a 
acercar a las partes y a encontrar soluciones. Lamentablemente, todavía no ha podido llegar a eso. Pero una 
primera duda que estaba planteada desde la primera instancia era si el seguro de paro correspondía o no. El 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social nos responde que tiene absolutamente claro que no corresponde el 


seguro de paro y nos dice que la empresa no tiene derecho a mandar a la gente a seguro de paro y tomar otro 
personal; eso está clarísimo. Pero, por esa misma razón, los va a echar a todos, porque tiene derecho a 
hacerlo; solo basta que les pague. Entonces, el Ministerio, de alguna forma cuando negoció -no hago un 
juicio de valor sobre si negoció bien o no o estableció el equilibrio- también puso sobre la balanza que podía 
hacer valer que la empresa no podía mandar al seguro de paro, pero que el recurso que le quedaba era 
despedir. 


Por lo tanto, yo creo que un tema a analizar es ese costo que la empresa debería asumir, porque como no 
puede mandar a la gente al seguro de paro, tendría que despedirla. Pero, a su vez, el personal despedido 
conoce la empresa y a la empresa podría servirle contratarlo en forma cooperativa o bajo otra forma jurídica, 
asumiendo un costo que será pasible de negociación. Tal como comentaba el señor Silveira, esto se puede 
convertir en una de las cosas a discutir con la empresa. 


La otra duda que, lamentablemente, no pudo evacuar el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -por lo 
menos, cuando yo llamé para interesarme por este punto-, refiere al contrato, que así como no lo conocen 
ustedes, no lo tiene presente el Ministerio y nosotros tampoco. Más allá de que pueda imaginar los términos 
que pueden figurar en este tipo de contrato -porque conocemos algunos y sabemos que generalmente el tema 
laboral se pasa por alto y se establece: "Bueno, acá se concesiona por tanto y hay un canon que es así o asá y 
la empresa se encargará de los trabajadores"-, me llama la atención que haya tanta dificultad para conocer 
algo que debería estar al alcance, ni qué hablar, de esta instancia, conformada por legisladores, pero por 
cierto que también del PIT-CNT, de los trabajadores en conflicto y del Ministerio del Trabajo y Seguridad 
Social, para saber sobre qué base se está discutiendo. Nosotros, como Comisión, no podríamos caer en el 
gravísimo error de saltearnos esa situación, porque, de pronto, puede haber algunos elementos a tener en 
cuenta; bueno, hasta ahora no los conocemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás los contratos estén en Internet. 
SEÑOR BENTANCOR.- Eso debemos buscarlo vía Secretaría. 


Entiendo lo que plantea el Presidente de la Comisión, pero creo que a esta altura, cuando un organismo, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, está discutiendo un tema tan importante como éste, en el cual están 
en litigio los intereses de los trabajadores y de los empresarios, se debería tener el contrato a la vista. No lo 
tienen ellos; no lo tenemos nosotros. Si está en Internet, haremos una copia y se la enviaremos a los 
trabajadores, al P.-CNT y al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y con eso podremos marchar hacia 
delante. 


Creo que el hecho de que la empresa no haya comparecido hoy acá es una señal, en principio negativa, pero 
nosotros estamos para mediar. Podemos dar una oportunidad más a la empresa. Desde mi punto de vista y 
creo que desde el del colectivo, la empresa tendría que venir a dar su opinión; al día de hoy ha sido invitada y 
no ha venido. Debemos darle otra oportunidad -quizás, la semana que viene- para que se sepa que este es un 
ámbito abierto, en función de que se está trabajando a nivel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
pero también se está dando una prueba de muy buena voluntad por parte de los trabajadores, quienes 
inclusive en esta situación tan conflictiva están preparando a los que van a suplir los cargos de jerarquía, a los 
supervisores. Si hay buena voluntad por un lado, creo que la mínima demostración de buena voluntad de la 
empresa sería venir acá y dar sus puntos de vista y razones -las que debemos tener en cuenta y atender-, pero 
no quedarnos en esta situación. La presencia de la empresa no es obligatoria, viene si quiere -eso está muy 
claro-, pero creo que a la opinión pública y a los sectores a los que representamos aquí políticamente les 
interesa conocer por qué en el país se dan determinados tipos de situaciones. Además, debemos tener en 
cuenta que esto marca un precedente, ya que abre la posibilidad de que se repita en otros puestos de trabajo y 
en otras situaciones. Por lo tanto, quisiéramos llegar a fondo de la cuestión. 


Quisiera hacer la siguiente consulta. Sé que la incorporación de los trabajadores al PLT-CNT es muy novel y 
ha surgido, precisamente, como respaldo y apoyo solidario de la central. No sé cómo están los otros 
trabajadores, los que ingresaron, los nuevos, si han hecho algún contacto con la central para afiliarse o no. Sé 
que en algunos peajes hay gente que está afiliada al PIT-CNT, pero no sabemos cómo esta funcionando la 
empresa que tiene a cargo los supervisores. Queremos preguntar esto a los compañeros del PIT-CNT para 
despejar algunas situaciones que podrían estar creadas al margen; cuanto más limpio esté el camino de los 
temas que realmente son preocupación, mejor. 


SEÑOR SILVEIRA.- No tenemos conocimiento de que la empresa Wackenhut -que es la supervisora- 
esté afiliada. Sí se han afiliado cuatro peajes pertenecientes a Lumibler S.A., cuyas acciones están 
compuestas en un 50% por Ramón Álvarez y en un 50% por Hernández y González S.A.. Estos peajes 
son los de Centenario, Manuel Díaz, Ruta 11 en Santa Lucía y Cebollatí. Estos cuatro peajes ya han 
planteado la afiliación y hay otros que han pedido los formularios para hacerlo, pero todavía no los 
han enviado. 


SEÑORA CASTRO.- Compartimos totalmente el planteamiento del compañero Bentancor, sobre todo 
en cuanto a insistir en el tema del contrato, que a nosotros nos interesa mucho. 


Los delegados del PII-CNT plantean que recibieron una propuesta borrador por parte de la empresa, cuyo 
plazo vencía ayer y se prorrogó veinticuatro horas. En cuanto a los contenidos de esa propuesta, me queda 
claro que hay una rebaja global. Inicialmente, hablábamos de unos $ 170.000 y ahora estamos hablando, en 
forma global, de unos $ 90.000; es decir que unos $ 80.000 quedaron por el camino. 


Ya que hoy no contamos con la presencia de la empresa y uno de nuestros intereses era saber cuál era su 
propuesta y su posicionamiento, quisiera saber si los invitados pueden explicitar algunos otros elementos de 
esa propuesta. Por ejemplo, en términos de plazo -porque ese fue uno de los elementos que manejaron la 
primera vez que concurrieron-, ¿estamos hablando de un probable convenio con una sociedad colectiva, una 
S.R.L., una cooperativa o alguna forma de trabajo asociado por el plazo que tiene H y G S.A. en su totalidad, 
por un plazo menor o por qué tipo de plazo? 


Otro de los elementos que me interesa despejar es si cuando hablamos de la gestión de cobro, tal como están 
instaladas las máquinas, no se está incluyendo alguna renovación o implementación tecnológica distinta que 
implique otros costos. En otras experiencias de trabajo colectivo que ha habido con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, había un costo de maquinaria y demás que los trabajadores no pudieron asumir 
porque se les hizo imposible. 


También quisiera saber si, contando con los tiempos necesarios, hay disposición de los trabajadores para 
transitar desde esta situación en la que se encuentran hoy como asalariados de una empresa, hacia una nueva 
organización de trabajo, asociado -para llamarlo de alguna manera-, que podría darse bajo distintas formas 
jurídicas. 


SEÑOR SILVEIRA.- Nosotros cuestionamos los plazos y creemos que es una medida ingeniosa. Y 
cuestionamos los plazos porque se prestan para diferentes interpretaciones. Se dice: "(...) este contrato 
tendrá un plazo de 90 días, prorrogables por iguales períodos en forma automática mientras haya 
cumplimiento fiel de todas y cada una de las obligaciones de la prestadora de servicios. El plazo 
máximo es el tiempo que dure la concesión para HyG de la cobranza del puesto de peaje en cuestión". 
Cuestionamos el plazo de noventa días. Se nos señaló que la renovación era automática si se daba 
cumplimiento. A su vez, planteamos dejar de lado este plazo de 90 días y tener algunas cláusulas de 
resguardo, de rescisión de contrato. En principio, estarían dispuestos a realizar estas modificaciones. 


Por otro lado, en lo que tiene que ver con los insumos, la empresa se hace responsable de todo el 
mantenimiento del "software" y de la instalación de los equipos. No se ha planteado ninguna innovación ni 
equipamiento nuevo. Del mantenimiento de los equipos se encargaría la firma Hernández y González. Esto 
no sería problema; lo que sí nos inquieta es el tema relativo a las multas. 


Se plantean $ 10.000 por día de inhabilitación de cada posición de cobro por cualquier causa, que se 
descontarán automáticamente del pago mensual inmediato siguiente; además, se habló de $ 1.000 por cada 
tarifa mal cobrada que se descontarán automáticamente del pago mensual inmediato siguiente. Muchas veces 
los problemas que surgen no se deben a la actuación de las cajeras, sino a un error del supervisor si es el caso 
que no maneje adecuadamente el sistema. Muchas veces los errores no surgen de quienes cobran sino, 
precisamente, de la operativa mancomunada entre el supervisor y la cajera. Un error en ese proceso puede 
significar que se deba asumir una responsabilidad que no es propia. El compañero López y la compañera 
Barcos citaban algunos casos muy concretos en ese sentido. 


Con respecto a la última pregunta de la señora Diputada, debo decir que la voluntad de los trabajadores era 
seguir bajo la dependencia jerárquica de la firma Hernández y González. Este nuevo sistema en el que se está 


pensando surge porque la empresa se ha cerrado totalmente ante esta situación y porque ha definido que 
quiere tercerizar ese trabajo. Ante esto, se ha intentado mantener el trabajo y el salario. Este mecanismo no 
aparece por voluntad de los compañeros. 


SEÑOR LÓPEZ.- Yo soy supervisor en el peaje. 


Con respecto al funcionamiento del peaje en este momento, debo decir que en el día de ayer tuve que vivir 
algo anormal en el marco de la operativa del sistema y no sé, si hubiésemos estado operando nosotros con un 
contrato, si no hubiese terminado configurando una causal de multa una deficiencia de operación que, en 
definitiva, fue de la empresa Wackenhut. Vino una empresa de camiones que responde a la firma Saincor a 
comprar pasadas; la parte de supervisión le acepta el cheque, le hace la venta, pero sucede que lo hace en una 
categoría equivocada. A las dos de la mañana, estando en las tareas de cobro en el puesto de cajero, llega un 
camión y para frente a la vía; el conductor me da la tarjeta y le digo: "Mirá, no tiene saldo". El camionero 
dice: "¿Cómo que no tengo saldo? Yo pasé a las doce de la noche y compré cien pasadas". Le reitero que no 
tiene saldo, que así lo denota el sistema y llamo a la supervisión comentando el caso. Luego de estar el 
camión parado cinco minutos y de hacerse una cola -esperando que se me diera una autorización para 
solucionar el problema de una manera u otra-, el supervisor me hizo autorizar la pasada del camión en una 
categoría equivocada porque reconoció que había cometido un error al hacer la venta. Quiere decir que yo 
categoricé mal un vehículo porque el supervisor de la firma Wackenhut me hizo categorizar mal. Ese es un 
motivo para que la empresa me esté cobrando los $ 1.000 de multa. Este es un caso puntual. 


El día 13 de junio, a la hora 22 y 30, una de las cajeras va a hacer el cierre y no puede hacerlo -ella operó en 
la vía 102-, simplemente, porque no había realizado justificaciones de diferencias de categorías. Había 
pasado un coche con un "trailer", el sistema le había pedido una categoría y la empleada había categorizado 
otra. El supervisor -que es quien tiene la autorización para justificar esa diferencia a fin de que no se le 
termine demandando a la cajera- no lo hizo, por desconocimiento. Entonces, a la cajera le faltaba una 
cantidad de plata. Prácticamente, se fue llorando para la casa sin tener un cierre que justificara que el dinero 
que había rendido era el correcto. 


En el día de ayer voy a hacer el cierre de mi actuación como cajero y terminé haciéndolo yo, porque ellos no 
sabían cómo hacerlo. No sabía si la plata que había recaudado era la correcta. Podría haber tomado otro tipo 
de medidas; podría haber pedido que me firmaran lo que estaba entregando de dinero y que hicieran el cierre 
como quisieran para que luego lo firmara. Sin embargo, no actué así en atención a la buena voluntad de hacer 
las cosas correctamente y para colaborar. Tenían dificultades para hacer el cierre porque no saben hacerlo, 
ponían mal la hora, faltaba justificar anomalías que pedía el sistema e intervine sin tocar la computadora. Les 
dije: "Acá tenés que hacer esto; seguí este paso y ahora este; justificá esto; abrí esta pantalla". Debo resaltar 
que la misma disposición que tengo como supervisor a la hora de ayudarlos para que las cosas marchen, la 
tienen todos mis compañeros, tanto quienes se desempeñan, como yo, en la supervisión -somos tres 
únicamente-, como los cajeros. Queremos obviar este tipo de problemas para que las cosas marchen 
normalmente y para que podamos llegar a un feliz acuerdo. 


Como estos dos casos que relaté, hay muchos más. El día 14 de junio, a las cuatro de la mañana, se llamó a la 
supervisión para pedir cambio; estaban pasando los camiones y yo debía dar el vuelto en billetes de $ 20 o de 
$ 100, en lugar de entregar billetes de $ 500. Llamo a la sala de supervisión y nadie contesta. Insisto 
nuevamente y nadie responde. Pasan cuatro minutos y le pido a la cajera que estaba conmigo que fuera a la 
sala de supervisión y escuchara si sonaba el timbre. Ella me dijo que el timbre sonaba. No obstante eso, para 
que no quedara en el ámbito de la cajera y en el mío, llamé al policía de Caminera, que estaba prestando el 
servicio 222 -comprometiéndolo un poquito-, le dije que estaba llamando desde hacía cinco minutos porque 
no tenía cambio para cobrar y que el supervisor no me atendía; era la hora 4 de la mañana. El policía constata 
que el timbre funciona; sigo llamando, pero como no atienden le pedí que entrara y le dijera que necesitaba el 
cambio. El muchacho se levanta y cuando le digo que hace siete minutos que estoy llamando, me responde 
que el timbre no suena. 


Esto da por tierra con todo lo que estoy explicando. Eso es perfectamente comprobable y explica en parte el 
mal funcionamiento que están teniendo. 


Quiero mencionar algo que tiene fundamental importancia referente a la falta de control que hay en este 
momento por parte del Ministerio de Transporte y Obras Públicas con respecto a la actuación de la empresa 


H y G en la atención del órgano de contralor del peaje. 


El funcionario que desempeñaba esa función -sin conocer en este momento la causa real- ha dejado de 
pertenecer a la empresa. El ingeniero que cumplía la función de jefe de todos los peajes por parte de la citada 
empresa, también ha dejado de formar parte de esta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No entendí. Habló dos veces de la empresa. ¿Se refiere por un lado a la 
empresa y por otro al Ministerio? 


SEÑOR LÓPEZ.- El órgano de contralor del Estado ante la empresa es el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas; el que intercede en primera instancia representando al Ministerio ante la empresa es 
el ingeniero Luis Ferrari. 


La empresa tiene su órgano de control y representación dentro del peaje, que está avalado y supervisado por 
un ingeniero, que es el jefe del peaje, mandado por H y GS. A Construcciones. Esa persona, a raíz de este 
conflicto, ya no pertenece más a la empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Quién es? 


SEÑOR LÓPEZ.- Se trata del ingeniero Marcelo Machado. La persona ligada directamente con 
nuestra supervisión por parte de la empresa es el señor Rafael Casulo. Tampoco pertenece más a la 
empresa. No conozco los motivos por los que estas personas han dejado de trabajar. Me parece que 
además de nuestro problema se instala otro en forma paralela y como consecuencia de esto. 


En este momento la empresa está acéfala de conocimiento sobre el sistema que se está operando. Me gustaría 
que hoy el Ministerio de Transporte y Obras Públicas exigiera control de la empresa en cuanto al 
funcionamiento del peaje, porque estoy seguro de que no tiene quién le informe con respecto al 
funcionamiento del peaje. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, no soy afiliado al PIT-CNT pero a mí tampoco me gustan 
las injusticias. 


En segundo término, en cuanto a la negociación que están llevando adelante, sin duda, haber cedido la 
ocupación está lejos de ser un signo de debilidad. Es una actitud de buena fe de los funcionarios que será 
evaluada correctamente por quien corresponda, y fue lo que en su momento solicitó esta Comisión para llegar 
a un acuerdo con la empresa. Para nosotros era muy importante ver esa actitud por parte de los funcionarios, 
para saber dónde estábamos parados. 


En tercer lugar, la Comisión invitó a la empresa -a través de la Secretaría- y esta manifestó que no concurriría 
porque estaba negociando en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. De todas maneras, le dije al 
Secretario que enviara la invitación vía fax. Es decisión de la empresa venir o no; sabíamos que posiblemente 
no concurriera. Va por su cuenta decidir si es mejor venir o no a la Comisión cuando está en la etapa de 
negociación. 


En cuarto término, esta Comisión sigue abierta al diálogo y cuando ustedes lo soliciten nos reunimos, sea el 
día que sea. 


En quinto lugar, como corresponde, el contrato se va a solicitar al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
No pensábamos reunirnos la próxima semana pero invitaremos nuevamente a la empresa. 


La Comisión agradece su comparecencia; reitera que está a las órdenes y que considera muy importante su 
actitud al desocupar. 


(Se retira de Sala la delegación de la empresa Hernández y González S. A. Construcciones) 


(Se interrumpe la toma de la versión taquigráfica) 


———La Comisión resuelve invitar nuevamente a la empresa para la sesión del martes próximo y 
mantener abierto este ámbito de negociación. A la vez, decide solicitar al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas que nos remita el contrato con la empresa Hernández y González S.A., y enviar la 


presente versión taquigráfica a dicho Ministerio y al de Trabajo y Seguridad Social, a la empresa y a 
los funcionarios. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


